Informe Nro. DFOE-SM-76-2008

5 de diciembre, 2008

DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA

ÁREA DE SERVICIOS MUNICIPALES

INFORME SOBRE LA EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA EN LA MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS

2008

CONTENIDO

No. de página
RESUMEN EJECUTIVO


1.
INTRODUCCIÓN
1
1.1. Origen del estudio
1
1.2. Objetivo del estudio
1
1.3. Alcance del estudio
1
1.4. Comunicación verbal de los resultados
1
1.5. Colaboración brindada por los funcionarios municipales
2
2.
RESULTADOS
2
2.1.
Subsistema de Contabilidad
3
2.1.1.
Sistema contable para el registro de las operaciones
3
2.1.2.
Registro de operaciones en libros legales
6
2.1.3.
Procedimientos escritos para sustentar el desarrollo de las operaciones administrativas y financieras
6
2.1.4.
Control de activos duraderos
7
2.1.5.
Comparación de registros a cargo de la Contabilidad y Tesorería municipales
7
2.2.
Subsistema de Presupuesto
8
2.2.1.
Reglamentación presupuestaria interna
8
2.2.2.
Resultados de la ejecución presupuestaria
9
2.3.
Subsistema de Tesorería
12
2.3.1.
Estado diario de tesorería
12
2.3.2.
Custodia de valores
13
2.3.3.
Pólizas de fidelidad
14
2.4.
Subsistema de Proveeduría
14
2.4.1. Gestión de las contrataciones administrativas
15
2.4.2.
Anotaciones en el Sistema Integrado de Actividad Contractual (SIAC)
15
2.4.3.
Procedimientos escritos para los procesos de contratación
17
3.
CONCLUSIONES
17
4.
DISPOSICIONES
18
INFORME Nro. DFOE-SM-76-2008

RESUMEN EJECUTIVO

El estudio sobre el Sistema de Administración Financiera (SAF) de la Municipalidad de Puntarenas se realizó en procura de lograr información contable y financiera útil, oportuna y confiable para la toma de decisiones, el logro de los objetivos y metas y la rendición de cuentas. Como parte del estudio se evaluaron los subsistemas de contabilidad, presupuesto, tesorería y proveeduría, para el periodo comprendido entre el 1° de julio y el 31 de diciembre de 2007, el cual fue ampliado cuando se estimó necesario.

Dicho estudio reveló que esa municipalidad carece de un sistema de contabilidad fundamentado en la premisa de la dualidad económica (partida doble sobre la base del devengo),de conformidad con los principios vigentes de contabilidad para el sector público; tampoco se han tomado las previsiones para aplicar las normas internacionales de contabilidad para el sector público. De ahí que los estados financieros que se emiten, no proveen información contable y financiera útil, adecuada y confiable para la toma de decisiones y para la rendición de cuentas. Además, tampoco se llevan los libros contables legales ni los registros auxiliares correspondientes; existen diferencias importantes entre los registros a cargo de la Contabilidad y Tesorería municipales y se carece de procedimientos escritos para sustentar el desarrollo de las operaciones administrativas y financieras y que señalen los responsables de su funcionamiento.

En materia presupuestaria, se observó que al 31 de diciembre de 2007 esa municipalidad acumuló un superávit de ¢2.350.888.459,21 (aproximadamente el 44% del total de los recursos recibidos en ese mismo año), producto de sucesivas subejecuciones de recursos que los ha llevado a la práctica de efectuar inversiones para generar intereses; situación que distrae al Gobierno Local de la atención de los objetivos y metas que debe cumplir.

Tampoco tiene reglamentado el proceso de planificación y presupuesto por lo que entre otros aspectos, no han definido el trámite interno de formulación, aprobación y ejecución de las modificaciones presupuestarias.

En cuanto al subsistema de tesorería se determinaron debilidades en la información diaria del estado de tesorería, así como inseguridad en la protección de los fondos y la ausencia de una póliza de fidelidad que garantice el desempeño de la Tesorera Municipal.

Finalmente, en lo que se refiere al subsistema de proveeduría, se evidenciaron deficiencias en el proceso de contratación administrativa, atribuibles principalmente a una ineficiente planificación, lo que genera lentitud en los procesos contractuales, en detrimento de la gestión municipal y por ende en el desarrollo del cantón.

Con el propósito de fortalecer la gestión de la municipalidad, se emiten las correspondientes disposiciones, tendentes a subsanar las debilidades determinadas en los diversos subsistemas que integran el SAF (Contabilidad, Presupuesto, Tesorería y Proveeduría), acciones que además de propiciar el desempeño eficiente de las distintas actividades que competen a ese Gobierno Local para el logro de sus objetivos, tienen el fin de promover el uso óptimo de los recursos administrados por ese gobierno local; y por ende, del desarrollo del cantón, mediante la atención en forma oportuna y eficiente de las necesidades comunales y las exigencias cada vez mayores producto del crecimiento y desarrollo del municipio.
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1.
INTRODUCCIÓN

1.1
Origen del estudio
Estudios realizados por la Contraloría General de la República sobre el Sistema de Administración Financiera (SAF) en varias municipalidades del país, revelaron importantes debilidades relacionadas con la operación de los subsistemas que lo conforman (presupuesto, contabilidad, tesorería y proveeduría) que requieren la atención inmediata de la respectiva administración municipal dado que afectan directamente su desempeño para la atención de las múltiples necesidades que deben satisfacer; por lo que como parte del Plan de Trabajo del Área de Servicios Municipales para el periodo 2008 se seleccionó otro grupo de municipalidades, entre las cuales se encuentra la Municipalidad de Puntarenas, para seguir realizando evaluaciones sobre el SAF.

1.2
Objetivo del estudio
Evaluar los componentes del sistema de administración financiera vigente en la Municipalidad de Puntarenas y promover su fortalecimiento, de manera tal que se logre estimular la capacidad gerencial, los sistemas de control interno y la generación de información oportuna y confiable respecto de la gestión de ese gobierno local, para el logro eficiente de los objetivos institucionales y por ende, el bienestar y desarrollo de la comunidad.
1.3
Alcance del estudio
El estudio comprendió el análisis de las principales labores relacionadas con los componentes del Sistema de Administración Financiera (Contabilidad, Presupuesto, Tesorería y Proveeduría).

Este estudio se efectuó de conformidad con el “Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público”, Nro. M-2-2006-CO-DFOE, y abarcó el período comprendido entre el 1° de julio y el 31 de diciembre de 2007, el cual fue ampliado cuando se consideró necesario.

1.4
Comunicación verbal de los resultados
La comunicación verbal de los resultados del estudio y la entrega del borrador del informe se llevó a cabo en el salón de sesiones de la Municipalidad de Puntarenas, en reunión efectuada a las 10 horas del 3 de noviembre de 2008, con la presencia de la Licda. Agnes Gómez Franceschi, Alcaldesa Municipal, Lic. Álvaro Alvarado Ocampo, Director de Hacienda a. i., Licda. Luz Marina Jara Jiménez, Contadora Municipal, Licda. Vivian García Wong, Encargada de Presupuesto, Bach. Heiner Fallas Romero, Tesorero Municipal a. i. y el señor Ramón Quesada Jiménez, Proveedor Municipal. Lo anterior con el propósito de conocer sus opiniones y puntos de vista sobre el particular.

Al respecto, se recibió el oficio Nro. AM-2641-08 del 7 de noviembre de 2008, mediante el cual la Alcaldesa Municipal realiza una serie de observaciones que fueron analizadas por esta Contraloría General y sobre las cuales procede mencionar lo siguiente:

a) En cuanto a lo señalado en los puntos 1 y 2 se realizan los ajustes correspondientes en este informe.
b) De lo manifestado en el punto 3., relacionado con el apartado 2.1.1. de este informe, se toma nota de la información y explicaciones aportadas.  Aún cuando la Contabilidad Nacional esté valorando la posibilidad de que el Decreto Ejecutivo Nro. 34029-H del 11 de octubre de 2007, sobre la “Adopción e implementación de las NICSP”, de acatamiento obligatorio a partir de enero de 2009, sea aplicable a partir de enero de 2012, desde ahora esa Administración debe diseñar e implementar un sistema de contabilidad como el señalado en la disposición 4. a) i. de este informe. 
c) Se toma nota de lo informado en los puntos 4 y 5, con respecto a los apartados 2.1.5. y 2.2.1., de este informe respectivamente.

d) En el punto 6. con respecto al apartado 2.2.2., de este informe, la Administración explica que las inversiones efectuadas por la Municipalidad son a la vista, razón por la cual los fondos están disponibles en el momento en que se requieran y que no se comparte lo afirmado en el sentido de que tales transacciones limitan la capacidad de acción de ese Ayuntamiento. Al respecto, cabe aclarar que lo que pretende este Órgano Contralor con las observaciones realizadas, es evidenciar la subejecución de egresos que finalmente se refleja en una acumulación de superávit, que si bien se encuentra invertido, son dineros que se han mantenido en las arcas municipales sin utilizarse en los fines para los cuales están destinados, en menoscabo de los servicios que se prestan, del interés público y del mismo desarrollo del cantón, por lo que en ese sentido se ajusta la redacción del punto 2.2.2. de este informe.
1.5
Colaboración brindada por los funcionarios municipales
Se deja constancia de la colaboración y atención brindada por los funcionarios de la Municipalidad de Puntarenas para el desarrollo del presente estudio, así como el apoyo recibido de la Unidad de Auditoría Interna de esa institución.

2.
RESULTADOS

El análisis del Sistema de Administración Financiera (SAF), permitió comprobar la existencia de las debilidades que se cometan a continuación, para cada uno de los subsistemas que lo conforman:

2.1 Subsistema de contabilidad
El subsistema de Contabilidad está regido por principios, normas y procedimientos técnicos para recopilar, registrar, procesar y controlar, en forma sistemática, toda la información referente a las operaciones y otros hechos de carácter financiero, expresados en términos monetarios.

Este subsistema debe cumplir entre otros, los siguientes objetivos: a) registrar de forma sistemática todas las transacciones que afecten la situación económico-financiera de la institución; b) proveer información útil, adecuada, oportuna y confiable, de fácil análisis e interpretación, que sirva de apoyo para la toma de decisiones del jerarca y titulares subordinados; c) suministrar la información contable y la documentación pertinente de conformidad con las disposiciones vigentes, sobre la gestión financiera, patrimonial y presupuestaria para apoyar las tareas de control y evaluación presupuestaria, de auditoría y otros fines; d) posibilitar la integración de las cifras contables de la institución en el Sistema de Cuentas Nacionales, así como suministrar la información necesaria para la elaboración de los estados consolidados del sector público.

Las pruebas efectuadas por esta Contraloría General permitieron determinar las siguientes debilidades:

2.1.1 Sistema contable para el registro de las operaciones
La Municipalidad de Puntarenas no cuenta con un sistema de contabilidad fundamentado en los criterios definidos por esta Contraloría General para la operación de un sistema de partida doble
, en virtud de lo cual no se muestra la realidad de las actividades financieras de la entidad; esto por cuanto sus anotaciones no registran eventos que se están dando alrededor de su vida económica, ya que el registro de sus operaciones se realiza con base en el efectivo, se anotan conforme se reciben los ingresos en caja y cuando se cancelan los compromisos adquiridos.

En relación con la obligación de contar con un sistema de contabilidad bajo el criterio de devengado, el artículo 124 del Reglamento a la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, señala que a efecto de la presentación de todos los estados financieros de uso general que se preparen y presenten, deberá utilizarse el método contable de lo devengado, es decir, las transacciones y otros hechos serán reconocidos cuando ocurran y no únicamente cuando se efectúe su cobro o su pago en efectivo o su equivalente o cuando se dé su consumo.

Además, la municipalidad tampoco ha adoptado los principios de registro contable que deben ser de aplicación de todo el sector público, según lo dispuesto por la Contabilidad Nacional, los cuales deben sustentar los estados financieros que esa municipalidad debe remitir en la primera quincena de febrero de cada año a la citada Contabilidad.

No obstante que de acuerdo con lo indicado en la Directriz Nro. CN-03-2005 publicada en el diario Oficial Nro. 204 del 24 de octubre de 2005, las municipalidades deben proporcionar a la Contabilidad Nacional los datos básicos correspondientes a los denominados Estados Financieros, se observó que al 31 de diciembre de 2007 esa información fue suministrada en forma parcial, por cuanto no se preparó el Estado de Cambios en el Patrimonio Neto; además de que tampoco se remitieron cuadros auxiliares, no se hizo referencia alguna a las políticas contables aplicadas ni se incluyeron las notas aclaratorias pertinentes, con el propósito de complementar los reportes con información relevante.

Aunado a lo anterior, el análisis de la información contenida en los restantes estados financieros, evidenció varias fallas que atentan contra los requisitos mínimos que debe contener la misma, tal y como se expone a continuación:

a) De acuerdo con el Balance General, los saldos finales de las cuentas Caja y Banco – Cajero y Caja y Banco – Fondos Especiales, ascienden a ¢479.148.990,61 y ¢1.500.000,00, respectivamente, para un total de ¢480.648.990,61; mientras que el saldo final de caja según el Estado de Flujos de Efectivo es de ¢1.082.220.864,99, lo que refleja una diferencia de ¢601.571.874,38 entre ambos estados.

b) En la cuenta de inventarios o existencias se consignan anotaciones que son producto del registro de las entradas de mercaderías y de las requisiciones de materiales, sin que se confirmen dichos saldos mediante inventarios periódicos, por lo que el monto que refleja esa cuenta no es confiable.
c) Las cuentas por cobrar a corto y a largo plazo, las cuentas por pagar a corto y mediano plazo, y los ingresos cobrados por anticipado, entre otros rubros, no muestran saldo alguno en los estados financieros.

d) En el rubro de documentos por cobrar a largo plazo se indica un saldo de ¢24.529.380,00, no obstante que los títulos correspondientes, que se mantienen en custodia en la Tesorería Municipal, ascienden a ¢11.185.045,85; además de que la mayoría de tales documentos están prescritos o bien, no se cuenta con los pagarés originales que respaldan esa cuenta
.

e) Dichos informes tampoco cuentan con las partidas que representen servicios u otros conceptos pagados por adelantado que aún no han sido recibidos en su totalidad y van a ser absorbidos como gastos.

f) No existe un registro actualizado de los bienes inmuebles propiedad de ese Gobierno Local. Sobre ese mismo particular, mediante oficio Nro. AT-CAT-002-01-2008 del 30 de enero de 2007, el Encargado de Catastro aportó a la Directora de Hacienda un detalle relativo a 124 fincas inscritas en el Registro de la Propiedad a nombre de esa entidad; que aunque carece de información básica respecto del valor de cada terreno y su ubicación, entre otros aspectos, puede servir como base o como punto de partida para proceder a la inclusión de los mismos en los estados financieros y en el respectivo auxiliar.

g) No existe evidencia de que se hayan realizado actualizaciones de los valores de los edificios municipales y tampoco se aplican las respectivas depreciaciones a los activos duraderos que así lo ameriten; cuantificación que debe realizarse para determinar en forma oportuna y razonable los costos de los bienes y servicios que suministra ese Gobierno Local, así como para establecer el precio o tasa que debe aplicarse para la recuperación de los mismos.

h) El Superávit de 2007 consignado en el Estado de Resultados carece de confiabilidad y exactitud, ya que en dicho estado financiero únicamente se consideró la información relativa a los ingresos corrientes del período 2007, pero se omitieron los datos correspondientes a Otros Ingresos por la suma de ¢2.358.269.814,72, que corresponden a Ingresos de Capital y a Financiamiento, por ¢683.392.322,75 y ¢1.674.877.491,97, respectivamente.

La Ley General de Control Interno establece que uno de los componentes esenciales del control interno, lo constituyen los sistemas de información, sobre los cuales el jerarca y los titulares subordinados son responsables, entre otros aspectos, de contar con procesos que permitan identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y oportuna. Por ello el sistema contable es vital para la entidad porque permite dar seguimiento a los resultados financieros de su gestión y aplicar los ajustes y medidas correctivas necesarias para garantizar el cumplimiento de los objetivos y las metas, así como el uso apropiado de los recursos públicos y nutre y fortalece los subsistemas de Presupuesto y Tesorería municipales. Además, el sistema contable y los estados financieros derivados resultan esenciales para el control de las operaciones, la valoración de los riesgos y la toma de decisiones.

El citado proceso contable debe ser integrado, de manera que, a partir del registro único de cada transacción, se generen las correspondientes afectaciones presupuestarias, financieras y patrimoniales, para lo cual se implementará el criterio de registro establecido en los principios y normas de contabilidad aplicables al sector público, según lo que lleguen a establecer las instancias internas y externas competentes.

En atención a lo expuesto, se colige que no se está generando información financiera que le permita a los regidores, al alcalde, a los funcionarios y a los vecinos en general, contar con un conocimiento global y oportuno de la situación económica de la entidad, a lo que se suma el hecho de que tampoco se emiten análisis financieros, comentarios sobre esos resultados, e interpretaciones sobre su contenido y el impacto sobre las finanzas municipales; en resumen, la contabilidad no está contribuyendo para generar indicadores de medición económica y financiera sobre la situación de la entidad y tampoco se aprovecha la información existente en diferentes eventos que por medio de ella se pueden proyectar. En razón de lo anterior, la información contable registrada en el balance general al 31 de diciembre de 2007 carece de confianza y razonabilidad y prácticamente no cumple con ningún propósito de control financiero patrimonial, como lo demandan las normas de información financiera actuales.

De acuerdo con lo anterior, tampoco se están atendiendo las normas 5.1 y 5.2 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización, por cuanto los mecanismos y sistemas no son adecuados para obtener, generar y comunicar de manera eficaz, eficiente y económica, la información financiera requerida en el desarrollo de sus procesos y transacciones, ni se permite asegurar la confiabilidad, calidad, suficiencia, pertinencia y oportunidad de la información.

2.1.2 Registro de operaciones en libros legales
La norma 302 del Manual sobre Normas Técnicas que deben observar las Unidades de Auditoría Interna Públicas, en la legalización de libros, señala en lo que interesa, que cuando existan registros contables computadorizados se deben llevar periódicamente las anotaciones de resumen a los respectivos libros de contabilidad, como fiel reflejo de los movimientos contables, transacciones efectuadas y demás datos e información que proporcione el sistema computadorizado, a partir del registro de documentos originales; no obstante, en esa Municipalidad no se llevan los libros legales (Diario, Mayor, Inventarios y Balances), en los cuales se registren las operaciones de la entidad en los términos previstos.

Conviene destacar que el uso de libros legalizados de los entes y órganos que conforman la Hacienda Pública, conlleva el propósito de garantizar razonablemente a los usuarios de la información, que al menos los libros que la incorporan no han sufrido o puedan sufrir un proceso de manipulación que ponga en duda su autenticidad y por ende, de la misma información que contienen; motivo por el cual la debilidad apuntada es preocupante y afecta directamente el diseño, implantación, operación, evaluación, mejoramiento y perfeccionamiento del sistema de control interno.

2.1.3 Procedimientos escritos para sustentar el desarrollo de las operaciones administrativas y financieras
El Departamento de Contabilidad no cuenta con manuales de procedimientos ni con un compendio de la normativa aplicable a las diferentes tareas que le compete realizar. 

Sobre el particular, el artículo 114 del Código Municipal establece la obligación de las municipalidades de contar con los citados manuales de procedimientos. Asimismo, en las normas 3.5 y 4.5 del Manual de normas generales de control interno emitidas por esta Contraloría General, se indica que la organización debe contar con las políticas correspondientes para orientar su quehacer en aras de apoyar el cumplimiento de los objetivos; y que además, es indispensable contar con instrucciones por escrito y mantenerlas en un compendio ordenado y actualizado.

Por otra parte, de conformidad con dichas normas generales de control interno y la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, la responsabilidad por cada proceso, actividad, operación, transacción o acción organizacional debe ser claramente definida, específicamente asignada y formalmente comunicada al funcionario respectivo. Por lo tanto, la Administración tiene el deber de comunicar a sus funcionarios, todo lo relacionado con sus funciones, competencias y con la existencia de manuales.

Ante la ausencia de manuales o procedimientos escritos, el proceso de registro de la información dentro del Departamento de Contabilidad, responde a criterios subjetivos y a la costumbre.  En consecuencia, no existe claridad acerca de como llevar a cabo las funciones relacionadas con el ciclo contable, (registro de transacciones, mayorización, ajustes y preparación de informes sobre la ejecución presupuestaria), emisión de cheques, registro, control y mantenimiento de cuentas por cobrar y pagar, entre otros, y no se cuenta con un marco de referencia para evaluar el desempeño, seguimiento periódico y atención de las labores de los funcionarios responsables.

2.1.4 Control de activos duraderos
No se llevan controles auxiliares sobre los activos fijos, ni se cuenta con registros para determinar los cambios sustanciales producto de bajas, intercambios, traslados o modificaciones. Además, algunos activos duraderos no están identificados con placas u otro medio efectivo de control, con el agravante de que no se tiene la práctica de realizar inventarios periódicos que permitan verificar su existencia y estado.

Respecto de lo anterior, el artículo 15 de la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, establece como responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados, proteger y conservar todos los activos institucionales, el diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las transacciones y los hechos significativos que se realicen en la institución, así como la conciliación periódica de registros, para verificar su exactitud y determinar y enmendar errores u omisiones que puedan haberse cometido.

2.1.5 Comparación de registros a cargo de la Contabilidad y Tesorería municipales
El saldo en Caja y Banco que muestra el Balance General preparado por la Contabilidad Municipal al 31 de diciembre de 2007 y que se incluye en las conciliaciones bancarias a esa misma fecha, es de ¢479.148.990,61; mientras que el saldo en caja que se consigna en el Estado Diario de Tesorería a la fecha indicada es de ¢667.716.853,52, lo que genera una diferencia de ¢188.567.862,91.

La diferencia apuntada se debe a que las conciliaciones de saldos que se preparan en la Contabilidad Municipal muestran gran cantidad de ajustes por notas de crédito sin contabilizar en libros, correspondientes al período comprendido entre julio de 2003 y diciembre de 2007. Sobre ese mismo particular, se hace la salvedad de que no se obtuvo evidencia de que la Administración haya realizado gestión alguna ante las entidades bancarias, a efecto de identificar el origen de dichas notas de crédito y proceder así a su correspondiente inclusión en los registros contables y en los estados financieros de esa entidad.

Adicionalmente, de acuerdo con la información contenida en el Estado Diario de Tesorería al 31 de diciembre de 2007, esa entidad local mantiene bajo su custodia o bien en las entidades bancarias nacionales, timbres municipales, boletas de parquímetros, y garantías de participación y de cumplimiento, por ¢15.625.821,20, ¢2.166.500,00 y ¢115.260.503,60, en ese mismo orden; sin embargo, en los registros a cargo de la Contabilidad Municipal no se lleva control alguno de tales bienes, con el agravante de que ni siquiera se incluye una nota explicativa en los estados financieros.

Lo anterior pone de manifiesto que la información que muestran los registros a cargo de la Contabilidad Municipal no es útil ni confiable, y que presenta diferencias con respecto a los registros a cargo de la Tesorería Municipal, lo que podría incidir negativamente en una adecuada toma de decisiones.
2.2 Subsistema de presupuesto
El subsistema de Presupuesto junto con la planificación constituye una de las principales herramientas para la gestión y control de la entidad.

Corresponde entonces a la administración ejercer las acciones necesarias para que este subsistema cumpla con: a) presupuestar los recursos de modo que se reflejen las prioridades y actividades estratégicas consideradas en los planes institucionales; b) lograr que las etapas del proceso presupuestario (formulación, aprobación, ejecución, control y evaluación) se cumplan en el tiempo y la forma requeridos; c) velar porque la ejecución presupuestaria se programe y desarrolle coordinadamente, utilizando los recursos según las posibilidades financieras, la naturaleza de los gastos y los avances en el cumplimiento de los objetivos y metas; d) dar seguimiento a los resultados financieros de la gestión institucional y aplicar los ajustes y las medidas correctivas que se estimen necesarias para garantizar el cumplimiento de los objetivos y metas y por ende el desarrollo del cantón.

El proceso presupuestario se deriva del proceso de planificación y se vincula directamente con el plan operativo anual (POA), el cual comprende una serie de actividades que involucran al jerarca y titulares subordinados, así como a otros niveles de la organización, quienes determinan los resultados que se espera alcanzar en el término del ejercicio presupuestario así como las acciones, los medios y recursos necesarios para obtenerlos, considerando las orientaciones y regulaciones establecidas para el corto, mediano y largo plazo, de conformidad con el bloque de legalidad.

Al respecto, se observó lo siguiente:

2.2.1 Reglamentación presupuestaria interna
No se cuenta con un reglamento interno que regule el proceso de planificación y presupuesto y que contemple entre otros aspectos lo estipulado por este órgano contralor mediante las resoluciones R-CO-41-2005 y R-CO-62-2005, del 23 de mayo y 7 de julio de 2005, en ese mismo orden
.

Tampoco se han emitido los procedimientos necesarios para el trámite interno de formulación, aprobación y ejecución de las modificaciones presupuestarias, según lo establece la Resolución R-CO-67-2006, en la cual se indica que corresponde al Concejo Municipal establecer los mecanismos y procedimientos formales que estime convenientes para el trámite interno de formulación y aprobación de las modificaciones presupuestarias. Sobre el particular, en la sesión ordinaria Nro. 100 del 14 de abril de 2007 ese órgano deliberativo conoció un proyecto de reglamento para tales efectos, oportunidad en la cual se decidió su traslado a la Comisión Especial de Convenios y Reglamentos, a la fecha del presente informe no se ha emitido criterio alguno.

La falta de esa reglamentación implica además la inobservancia de lo apuntado en la norma 512 del Manual de normas técnicas de presupuesto
, en el sentido de que los ayuntamientos deben contar con manuales para cada una de las etapas del proceso presupuestario, en el cual se definan con claridad las rutinas, procedimientos y la asignación de responsabilidad y autoridad en dicha materia.

Entre los aspectos que se deben regular se pueden citar el nivel de detalle requerido y el procedimiento para su aprobación, el detalle de las responsabilidades de las unidades y funcionarios que intervienen en el proceso de aprobación presupuestaria interna, los mecanismos que aseguren que la modificación se ajusta a los procedimientos establecidos por la administración y el resto del bloque de legalidad aplicable, los mecanismos que permitan verificar que aquellos programas o actividades financiadas con recursos para un fin específico o que están comprometidos por leyes, licitaciones o contratos, únicamente sean variados de conformidad con lo establecido por la normativa legal que los rige y los mecanismos para que la información y resultados que se generen, retroalimenten el proceso de formulación y aprobación presupuestaria interna de las modificaciones en forma permanente, consistente y oportuna.

La ausencia de dicha normativa técnica genera la posibilidad de que los movimientos presupuestarios no se ajusten al bloque de legalidad aplicable, con el consecuente riesgo para el jerarca y los titulares subordinados de incurrir en faltas que les podrían acarrear las sanciones que establecen la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, la Ley General de Control Interno, la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y las demás disposiciones concordantes.

2.2.2 Resultados de la ejecución presupuestaria
De conformidad con el análisis de la información derivada de los informes de ejecución y de las liquidaciones presupuestarias, se determinaron debilidades en cuanto a la efectividad y eficiencia en la utilización de los recursos municipales, las cuales se comentan a continuación.
Los superávit obtenidos entre los años 2005 al 2007, representan porcentajes muy elevados respecto del total de ingresos percibidos en esos mismos ejercicios económicos (ver cuadro Nro. 1), situación que debe ser analizada por esa Administración y tomar las acciones necesarias, por cuanto el acumular superávit es reflejo de que se están  dejando de atender los objetivos que debe cumplir esa Municipalidad, como por ejemplo, superar la pobreza y mejorar la calidad de vida de los habitantes del cantón, promover el desarrollo económico y la competitividad local y regional, reducir los desequilibrios sociales y territoriales, garantizar la sustentabilidad ambiental del desarrollo y democratizar la administración del gobierno local.

CUADRO Nro. 1
MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS

RELACIÓN INGRESOS / SUPERÁVIT

AL 31 DE DICIEMBRE DE 2005, 2006 Y 2007

	PERÍODO
	INGRESOS
¢
	SUPERÁVIT
¢
	% DEL SUPERÁVIT RESPECTO DE LOS INGRESOS

	
	
	
	

	2005
	2.793.488.886,32
	833.601.656,31
	29,84

	2006
	3.918.505.564,85
	1.248.086.024,60
	31,85

	2007
	5.334.666.327,33
	2.350.888.459,21
	44,07


Fuente: Liquidaciones presupuestarias de los años 2005, 2006 y 2007, Municipalidad de Puntarenas.

En el siguiente gráfico pueden apreciarse los principales saldos que componen el superávit acumulado al final del año 2007:
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SUPERÁVIT AL 31 DIC. 2007

SUPERÁVIT LIBRE: 

230.514.509,05

LEY No. 8461: 595.871.676,98

LEY No. 8114: 309.193.366,69

Zona Marítimo Terrestre: 

135.173.607,61

Partidas Específicas: 

114.186.631,47

Otros: 965.948.667,41



FUENTE: LIQUIDACIÓN EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA 2007.


Como puede colegirse, tales sumas representan montos considerables que deberían haberse destinado principalmente a obras comunales, toda vez que el superávit libre, según lo indica el artículo 106 del Código Municipal, podrá ser destinado a obras de inversión; los fondos provenientes de la Ley Reguladora de la Actividad Portuaria de la Costa del Pacífico, Nro. 8461, deben orientarse prioritariamente a la creación de un fondo de becas y al mantenimiento de caminos del cantón; los recursos de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, Nro. 8114, deben destinarse obligatoriamente a obras viales; el 80% del ingreso por concepto del Alquiler de la Zona Marítimo Terrestre debe ser destinado a la realización de obras, tanto en la zona turística como en el resto del Cantón, según lo indica el artículo  59  de  la  Ley  sobre la Zona Marítimo Terrestre, Nro. 6043 y finalmente; los recursos de las Partidas Específicas tienen establecida su aplicación directamente a proyectos de inversión, según lo indica el objeto de la Ley de Control de Partidas Específicas con Cargo al Presupuesto Nacional, Nro. 7755 en su artículo 1°.

El superávit acumulado al 31 de diciembre de 2007 por ¢2.350.888.459,21, que representa aproximadamente el 44% de los recursos recibidos por ese Gobierno Local en ese año, es el resultado de una acumulación sistemática a través del tiempo, debido principalmente a la subejecución de egresos.
Según la información contenida en el Balance General a la fecha indicada, la Municipalidad de Puntarenas cuenta con ¢1.200.000.000,00 en inversiones a corto plazo, transacciones que en el ejercicio de cita produjeron réditos por un total de ¢57.232.316,27, los cuales fueron distribuidos en forma proporcional a cada partida que los originó; dineros que conjuntamente con el principal originalmente invertido, se han mantenido en las arcas municipales sin utilizarse en los fines para los cuales están destinados.

El monto del superávit acumulado, lejos de ser un logro, refleja una ineficaz gestión en el cumplimiento de los objetivos. De manera que las sumas que se han generado lo que representan es la poca capacidad de la institución para alcanzar el máximo beneficio social posible con los fondos disponibles, todo lo cual va en detrimento de los servicios que se prestan y el interés público, así como del desarrollo del cantón, lo que proyecta además, una imagen negativa de ese Gobierno Local ante los ciudadanos.

Al acumular superávit, la ejecución de los recursos ha ido disminuyendo en forma alarmante si se toma en cuenta que en el 2005 se pasó de casi un 72% a  un 69% de ejecución en el siguiente año; situación que se agravó en el 2007, período en el cual se refleja que menos del 60% de los recursos administrados fueron ejecutados. Asimismo, el hecho de no desarrollar las obras oportunamente, provoca un encarecimiento de los costos para su realización.

La ejecución de egresos a nivel de programas, tal como se puede visualizar en el siguiente gráfico, revela que aunque la Municipalidad presupuestó una gran cantidad de proyectos en el programa III de “Inversiones” por un total de ¢1.776.843.165,28, sólo se ejecutó la suma de ¢672.504.918,25, lo que no supera el 40%. Además, en el programa IV de “Partidas Específicas” el panorama es más desalentador, toda vez que los egresos fueron de apenas ¢1.510.149,80, con lo cual ni siquiera se alcanzó un 1,5% de ejecución respecto del monto total presupuestado por ¢114.696.525,79.
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   Programa I: Dirección y Administración General.
   Programa II: Servicios Comunales.
   Programa III: Inversiones.
   Programa IV: Partidas Específicas.
   Fuente: Liquidación presupuestaria de 2007, Municipalidad de Puntarenas.

2.3 Subsistema de Tesorería
El subsistema de Tesorería comprende los procedimientos utilizados en la percepción, el seguimiento y control de los recursos financieros y en los pagos de las obligaciones contraídas de conformidad con la legislación vigente, así como la administración y custodia de los dineros y valores que se generen. Le corresponde las siguientes acciones: a) mantener al menor costo posible la liquidez necesaria, para cumplir oportunamente con los compromisos financieros de la ejecución presupuestaria; b) propiciar la recaudación adecuada de los ingresos correspondientes; c) realizar, de manera eficiente y eficaz, los pagos que correspondan y; d) administrar la liquidez de la entidad en procura del mayor beneficio de las finanzas públicas.

En relación con el estudio realizado se determinaron las siguientes situaciones:

2.3.1 Estado diario de tesorería
Si bien es cierto que el denominado Estado diario de Tesorería constituye una de las herramientas más importantes en el control financiero de los recursos municipales porque informa sobre el efectivo disponible, los dineros colocados en inversiones, el dinero recaudado por día, etc.; ese documento no cumple con la finalidad para la cual es preparado, toda vez que en el mismo se insertan datos inexactos y carentes de validez, falla que podría propiciar la toma de decisiones en forma errada e inoportuna por parte de los usuarios de dicha información.

La situación anterior se debe a la falta de conciliación de datos periódicos entre el Departamento de Tesorería y el Departamento de Contabilidad, por cuanto no han implementado acciones que aseguren la comparación de datos y su respectivo ajuste, conforme se explicó en el punto 2.1.5 de este mismo informe.

Evidencia de lo anterior lo constituyen los siguientes hechos:

a)
En el Estado Diario de Tesorería al 28 de diciembre de 2007, se consignan cheques pendientes de entregar a los beneficiarios por ¢649.050,49; no obstante que en el detalle de tales documentos únicamente se hace referencia a un cheque girado en julio de ese mismo año, por ¢47.470,94.

b)
Se incluyen ¢11.185.045,85, de pagarés por concepto de arreglos de pago, suscritos por contribuyentes morosos entre los años 1986 al 2004, de los cuales únicamente siete están vigentes y a punto de prescribir, sin que además se cuente con los pagarés originales que respaldan esa cifra.

c)
En el Estado diario correspondiente al 7 de abril de 2008, se consignan cheques sin retirar por los beneficiarios por un total de ¢21.107.589,97; sin embargo, ese dato es incorrecto por cuanto los interesados ya habían retirado a esa fecha valores por ¢12.023.201,45.

Al respecto, las normas 4.8 y 4.10 del Manual de normas generales de control interno, establecen la importancia de que conste por escrito información importante, tal como la correspondiente a los valores existentes en la entidad y la información oportuna de esos eventos. También el numeral 4.14 del mismo manual menciona la importancia de realizar verificaciones y conciliaciones periódicas de los registros contra los documentos fuentes respectivos, para determinar y enmendar cualquier error u omisión que se haya cometido en el procesamiento de los datos.

2.3.2 Custodia de valores
En esa Corporación Municipal se cuenta con una caja fuerte en la cual se custodian valores por montos considerables, cuya combinación se ha hecho de conocimiento de las personas que en diversas oportunidades se han desempeñado como Tesoreros Municipales en forma interina, sin que posteriormente dicha clave haya sido modificada cuando el titular retorna al puesto.

De lo explicado en este aparte se concluye que las medidas de seguridad no resultan adecuadas ni suficientes, ya que aunque se aplican restricciones para el ingreso de personas a la Tesorería Municipal, en la práctica esa medida por si sola no reduce el riesgo de pérdida de los valores que se mantienen en la citada caja fuerte, situación con la que además se inobserva lo regulado en las normas 4.12 del Manual de normas generales de control interno, en las cuales se establece la importancia de contar con las medidas de protección de los activos, principalmente del efectivo por su riesgo de sustracción.

2.3.3 Pólizas de fidelidad
A la fecha de cierre de esta auditoría la Tesorera Municipal no contaba con una póliza de fidelidad para respaldar el correcto desempeño de sus funciones, inobservándose de esa manera lo estipulado en el artículo 13 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, en el cual se establece como una obligación general de todo encargado de recaudar, custodiar o administrar fondos y valores públicos, el de rendir con cargo a su propio peculio, una garantía a favor de la Hacienda Pública o la entidad respectiva, lo anterior con el fin de asegurar el correcto cumplimiento de los deberes y obligaciones que trae consigo el ejercicio de la función pública encargada a tales servidores.

Sobre ese mismo asunto, en la norma Nro.  4.20 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización, se indica claramente que la administración deberá velar porque los funcionarios encargados de recaudar, custodiar o administrar fondos y valores propiedad de la institución, rindan de su peculio las garantías que procedan, a favor de la Hacienda Pública o la institución respectiva, de conformidad con las disposiciones legales y técnicas vigentes.

Debe tenerse presente que en relación con la fijación del monto de las garantías, mediante oficio Nro. 8214 (DAGJ-1937-2005) del 7 de julio de 2005, este órgano contralor recomendó que como mínimo se rinda por la suma de ¢500.000,00, rescatando la facultad discrecional que asiste a cada Administración, para optar por un monto superior cuando así lo estime necesario y oportuno, tomando en consideración que cuanto mayor sea el nivel de responsabilidad y autoridad, mayor será el monto por caucionar considerando la remuneración pagada al servidor.

2.4 Subsistema de Proveeduría
El subsistema de Proveeduría debe atender los distintos procesos de adquisición de bienes y servicios necesarios para el cumplimiento de los objetivos y metas establecidos en el plan anual operativo de la Municipalidad.

Este subsistema juega un papel muy importante para la administración, por cuanto de él depende la eficiencia y eficacia con que se suministren o se contraten los servicios y materiales necesarios para el desarrollo de las obras públicas del cantón.

Del análisis efectuado se determinaron debilidades relacionadas con el proceso de adquisición de bienes y servicios, de conformidad con el marco normativo de la Ley de Contratación Administrativa Nro. 7494 y su Reglamento
, conforme se explica a continuación:

2.4.1 Gestión de las contrataciones administrativas
De conformidad con el Sistema de Información de la Actividad Contractual, durante el período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2007, esa Municipalidad tramitó cerca de 1221 procesos de compras directas y apenas 13 licitaciones; de estas últimas no fue sino hasta en el último trimestre de ese año que se adjudicaron cuatro y solo una de estas fue adjudicada en su totalidad, ya que las otras tres fueron adjudicadas en forma parcial.  Estas cifras confirman la poca capacidad de ejecución de los recursos que se administran en ese Ayuntamiento, conforme se explicó en el punto 2.2.2. de este informe.

Esta situación es más seria si se toma en cuenta el resultado de las otras nueve licitaciones, iniciativas que fueron declaradas infructuosas o desiertas, por lo que se dejó de ejecutar aproximadamente el 70% de los proyectos, tales como: sistema de iluminación del Estadio Lito Pérez, adquisición de uniformes para los empleados municipales, compra de vagonetas, lastreo de varias rutas y mejoras en el acueducto rural de Sardinal.

De acuerdo con la información suministrada por la Proveeduría Municipal, entre las razones que explican la baja promoción de los procesos licitatorios, figura el hecho de que algunas ofertas son desechadas por cuanto sobrepasaron por un amplio margen el monto que se tenía asignado para tales fines, lo cual podría evidenciar importantes debilidades en el proceso de planificación y presupuesto. Como ejemplo de lo anterior se cita la licitación pública Nro. 1, a la cual se destinaron ¢70.000.000,00 para la adquisición de asfalto; sin embargo, la oferta presentada superó casi hasta un 40% dicha suma ($180.000,00, al tipo de cambio de ¢520,71, cada dólar estadounidense da la suma de ¢93.727.800,00). Otro ejemplo es la licitación pública Nro. 2., referida a la iluminación del Estadio Lito Pérez que fue estimada en ¢85.000.000,00, suma inferior en aproximadamente un 55% de ¢131.516.391,00, que fue el monto finalmente ofertado.

2.4.2 Anotaciones en el Sistema Integrado de la Actividad Contractual (SIAC)
Mediante la resolución D-4-2005-CO-DDI del 14 de diciembre de 2005
, esta Contraloría General emitió las “Directrices para el registro, la validación y el uso de la información sobre la actividad contractual desplegada por los sujetos pasivos del control y la fiscalización de la Contraloría General de la República”, a raíz de la puesta en operación de un sistema automatizado denominado Sistema Integrado de Actividad Contractual, en adelante SIAC, con el propósito de proveer información para la gestión, el control y la fiscalización, y para satisfacer la demanda de información de los diferentes sectores de la comunidad nacional e internacional y de esa manera promover la eficiencia y la transparencia de la ejecución de los recursos públicos para la adquisición de bienes y servicios, el cual contiene la información referente a los procedimientos de contratación iniciados, los actos de adjudicación, identificación del contratista, objeto y monto de las operaciones, así como otros datos de relevancia.

No obstante que las directrices contenidas en la citada resolución son de acatamiento obligatorio y que es de conocimiento público que su incumplimiento, en cualquiera de sus formas, es causal de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad que se pudiese generar producto de determinada acción u omisión; las pruebas selectivas aplicadas permitieron determinar que la inclusión de los datos en el referido sistema se realiza de forma inoportuna, con atrasos considerables de varios meses en algunos de los casos estudiados según se observa en el siguiente detalle, correspondiente al módulo que está a cargo directamente de la Proveeduría Municipal.

CUADRO Nro. 3

MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS

REGISTRO DE CONTRATACIONES DIRECTAS EN EL SIAC

AÑO 2007

	Número del procedimiento
	Objeto contractual
	Monto

¢
	Invitación a concursar
	Registro en el SIAC

	2007CD-000393-01


	Compra de repuestos para el tractor municipal SM-4084.
	2.242.490,00


	19-04-07


	13-11-07



	2007CD-000504-01


	Materiales para uso en la construcción de encierre de la cancha de Bajo Caliente de Arancibia.
	1.768.571,00


	04-06-07


	13-11-07



	2007CD-000515-01


	Materiales para las reparaciones de la maquinaria municipal.
	1.011.580,00


	06-06-07


	14-11-07



	2007CD-000754-01


	Repuestos para uso en la niveladora placas SM- 4179, vagoneta 3905, back-hoe 3917 y 4019.
	4.011.264,00


	06-08-07


	27-11-07



	2007CD-000727-01


	Canastas gaviones en malla para uso en el proyecto de reparaciones de camino 601029, entronque ruta 1 Cruce San Miguelito.
	4.720.560,00


	03-08-07


	22-11-07



	2007CD-000582-01


	Compra de repuestos para el cargador Jhonn Deere municipal.
	1.281.057,00


	28-06-07
	21-11-07



	2007CD-000883-01


	Compra de tubos de concreto para el sumidero de lixiviados en el vertedero municipal.
	1.995.000,00


	06-09-07


	30-11-07



	2007CD-000796-01


	Contratación p/ contratación de mano de obra, equipo y suministro de materiales, para la construcción de batería sanitaria en el salón comunal de Riojalandia II.
	4.900.000,00


	10-08-07


	28-11-07




   Fuente: Sistema Integrado de la Actividad Contractual (SIAC) Liquidaciones, Municipalidad de Puntarenas, 2007.

El anterior comportamiento es repetitivo en los diferentes módulos que componen el sistema y que están bajo la competencia del Departamento de Asuntos Jurídicos. En ese sentido, se debe destacar que según la información consignada en el SIAC, de 88 contratos suscritos entre ese Ayuntamiento y terceras personas, en el período que comprende desde julio de 2006 hasta marzo de 2008, únicamente en cuatro (4) contratos se consignó la información en forma completa en el módulo de aprobación y refrendo de contratos y prácticamente en el 95% de tales contratos no se insertaron los datos relativos a la fecha de su suscripción, ni del número de oficio y la fecha del otorgamiento de la verificación de legalidad correspondiente.

2.4.3 Procedimientos escritos para los procesos de contratación
En la Municipalidad de Puntarenas se carece de manuales de procedimientos y de un compendio de la normativa aplicable a las labores relacionadas con la gestión de contrataciones administrativas, de forma tal que los funcionarios que participan en los procesos atinentes conozcan todo lo relacionado con sus funciones y competencias, y que además se garantice razonablemente que las tareas son ejecutadas objetivamente bajo criterios de eficiencia y eficacia.

Se destaca nuevamente la importancia de que esa Corporación dé fiel cumplimiento a lo regulado en el artículo 114 del Código Municipal, respecto de la obligación de contar con manuales de procedimientos, así como de lo estipulado en las normas 3.5 y 4.5 del Manual de normas generales de control interno emitidas por esta Contraloría General, en las cuales se señala que la existencia de adecuadas políticas permiten a las organizaciones direccionar sus acciones al cumplimiento de los objetivos.

La ausencia de tales directrices ha propiciado situaciones en las que se han puesto en riesgo los recursos administrados, tal como la formalización de contratos de obras y servicios en los cuales se pactan adelantos de dineros, hasta por el 50% del total convenido, a contratistas que no aportan garantías colaterales y de los cuales ni siquiera se cuenta con suficiente información para avalar su solvencia económica para ejecutar los trabajos. Lo comentado podría representar perjuicios económicos en el tanto que las obras no se lleven a cabo, o bien que la ejecución de éstas no satisfaga los requerimientos del servicio o bien contratado; y también propicia la eventual participación de oferentes que, conociendo de antemano que se les financiaría la mayor parte de los trabajos, no cuenten con respaldo económico para realizar los trabajos.

Finalmente, tal carencia de instrucciones incide en que se presenten debilidades como la falta de numeración de los documentos que conforman los expedientes que se mantienen bajo la custodia de la Proveeduría Municipal, sobre las contrataciones efectuadas, con lo que se incumple lo establecido el artículo 9, punto 9.3 del Reglamento General de Contratación Administrativa, el cual en lo que interesa dispone que los folios del expediente deben numerarse en el mismo orden en que se presentan por los oferentes o interesados, o se producen por las unidades administrativas internas.

3.
CONCLUSIONES
El Sistema de Administración Financiera de la Municipalidad de Puntarenas, presenta importantes debilidades relacionadas con el funcionamiento de sus correspondientes subsistemas de contabilidad, presupuesto y tesorería, así como en el subsistema de aprovisionamiento de bienes y servicios (proveeduría). También se determinaron deficiencias en la planificación de las obras de inversión, la ejecución de las partidas específicas y la gestión administrativa en general, que afectan el desempeño eficiente de las distintas actividades del Ayuntamiento para el logro de sus objetivos, y por ende, el desarrollo del Cantón.

La Municipalidad de Puntarenas no está cumpliendo con los fines que la normativa le dispone en cuanto al uso de los recursos públicos, específicamente los que están destinados a obras de inversión, manteniéndolos en las cuentas bancarias o en inversiones, en perjuicio de las necesidades de los ciudadanos, en cuanto a la calidad de vida, equilibrio y armonía social y al desenvolvimiento de las actividades económicas y productivas, lo que finalmente afecta el desarrollo del Cantón.

La contabilidad no contribuye a la protección y salvaguarda efectiva de los activos municipales, puesto que la información que genera carece de oportunidad y exactitud, tampoco contribuye a la toma de decisiones y no constituye una herramienta de información para los jerarcas y para la misma ciudadanía en relación con el registro del patrimonio del gobierno local.

Los procesos contractuales son lentos y en la mayoría de los casos infructuosos, como consecuencia de las debilidades que se inician desde la etapa de planificación.

Otro aspecto alarmante es que habiendo tantos proyectos en lista y sabiéndose las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa el régimen municipal, parte muy significativa de los recursos dispuestos para desarrollar las obras terminan siendo atesorados en perjuicio de las necesidades de los potenciales beneficiarios.

Así las cosas, es evidente la necesidad de promover el fortalecimiento de tales subsistemas, máxime si se consideran las exigencias cada vez mayores propias del crecimiento y desarrollo del sector municipal en los últimos años y por la necesidad de disponer de información contable actualizada y confiable para la toma de decisiones, que redunde en una mejor prestación de servicios y la efectiva atención de las necesidades de la comunidad.

Por lo expuesto, ese gobierno debe realizar esfuerzos integrados con la participación activa de sus funcionarios, debidamente coordinados por los jerarcas, para solventar, de manera integral y sistemática, las debilidades que inciden negativamente en el desarrollo eficiente de las actividades relacionadas con el Sistema de Administración Financiera Institucional.

El Sistema de Administración Financiera de esa Municipalidad debe ser más proactivo para impulsar,  al resto del aparato institucional a emplear de forma oportuna y eficiente los recursos municipales para el desarrollo de obras y el mejoramiento o fortalecimiento de los servicios comunales. 

4.
DISPOSICIONES

Con fundamento en lo expuesto, así como en las potestades conferidas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política y los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nro. 7428, se emiten las siguientes disposiciones a la Alcaldesa Municipal, las cuales son de acatamiento obligatorio y deben ser cumplidas dentro del plazo conferido para ello, por lo que su incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad:

a) Remitir a esta Contraloría General, en un plazo de cuatro meses a partir de la fecha de este informe, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para corregir las debilidades comentadas en los puntos 2.1.1, 2.1.3, 2.1.4. y 2.1.5. de este informe, relacionadas con el subsistema de contabilidad. Como parte de las acciones de dicho plan al menos se deberá:

i. Implementar un sistema de contabilidad por partida doble a base de devengado integrado con la contabilidad presupuestaria, que cumpla con la normativa vigente y que permita disponer de información contable y presupuestaria confiable y oportuna para la toma de decisiones.
ii. Realizar los ajustes pertinentes, a efecto de que la información contable contenida en los estados financieros al 31 de diciembre de 2008 refleje la verdadera situación de esa Corporación Municipal.
iii. Someter a conocimiento y aprobación del Concejo Municipal el Manual de Procedimientos Financiero Contable de la Municipalidad que exige el artículo 114 del Código Municipal, y comunicarlo formalmente a todo el personal de la Municipalidad.
iv. Identificar con placas u otro medio efectivo de control los activos duraderos de la municipalidad y realizar inventarios periódicos para verificar su existencia y estado. En caso de que se determinen diferencias, que sean debidamente investigadas y justificadas. Asentar en registros auxiliares la información correspondiente a dichos activos.
v. Determinar el origen de la diferencia entre los registros de Contabilidad y Tesorería municipales y formular los ajustes que procedan. Además, hacer los ajustes en los libros contables, de forma tal que en la información financiera se reflejen todos los valores municipales.
b) Proceder en el plazo de un mes a partir de la fecha de este informe a la apertura de los libros legales, Diario, Mayor, Inventarios y Balances, para mantener un adecuado registro de las operaciones de la entidad (ver punto 2.1.2 de este informe).

c) Enviar a esta Contraloría General, en un plazo de cuatro meses a partir de la fecha de este informe, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para fortalecer el subsistema de presupuesto, que al menos contemple lo siguiente:

i. Elaborar la normativa interna necesaria que permita ejecutar el proceso presupuestario de la municipalidad de manera ordenada y precisa y con fundamento en el bloque de legalidad. Ver punto 2.2.1. de este informe.

ii. Establecer un sistema de indicadores, que permita monitorear y evaluar la ejecución presupuestaria y con ello definir oportunamente las acciones correctivas, que permitan mejorar el desarrollo de las actividades administrativas y las económico-financieras, a fin de eliminar o minimizar las debilidades señaladas, con lo que se estaría potenciando el cumplimiento de las políticas, objetivos y metas institucionales. Ver punto 2.2.2. de este informe.

d) Preparar e implementar en un plazo de cuatro meses un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para corregir las debilidades señalados en el punto 2.3.1 de este informe y se refleje en forma real el efectivo disponible, los dineros colocados en inversiones, el dinero recaudado diariamente, así como los demás títulos y valores de ese Ayuntamiento. Como parte de las acciones de dicho plan al menos se deberá contemplar la confección de un manual de procedimientos para las funciones que desarrolla la tesorería municipal.
e) Realizar las acciones pertinentes ante las entidades bancarias, con el propósito de que se determine el origen de las notas de crédito pendientes de registrar en los libros contables y que con base en la información recabada en un plazo máximo de tres meses, a partir de la fecha de este informe, se proceda a la debida anotación en los registros y en los estados financieros de esa entidad. Ver punto 2.3.1. de este informe.

f) Modificar la combinación de la caja fuerte, cuya clave debe ser de conocimiento exclusivo de la persona que tenga a su cargo la Tesorería Municipal; acción que debe repetirse cada vez que el titular de ese puesto sea suplido por otro empleado municipal y cuando se considere necesario por otras razones que atenten contra la seguridad. Para el cumplimiento de esta disposición se concede un plazo de cinco días hábiles, contados a partir de la fecha de este informe. Ver punto 2.3.2 de este informe.

g) Ordenar, en un plazo de cinco días hábiles contados a partir de la fecha de este informe, a la Tesorera Municipal y a todos los funcionarios de esa entidad encargados de recaudar, custodiar o administrar fondos y valores públicos, para que en un plazo máximo de un mes a partir de la fecha de este informe suscriban las pólizas de fidelidad a favor de ese Gobierno Local, para garantizar el fiel cumplimiento de sus deberes y obligaciones.   Además, debe velar porque se cumpla esta disposición y porque se mantengan actualizadas y vigentes las pólizas antes señaladas. Ver punto 2.3.3 de este informe.

h) Remitir a esta Contraloría General, en un plazo de cuatro meses a partir de la fecha de este informe, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para corregir las debilidades comentadas en los puntos 2.4.1, 2.4.2. y 2.4.3. de este informe, relacionadas con el subsistema de proveeduría. Las acciones a incorporar en  dicho plan al menos deberán contemplar:

i. Reducir las posposiciones o demoras de compras de bienes y servicios que se requieren para el desarrollo de obras y la prestación de los servicios municipales.

ii. Mantener actualizado el registro de la información en los diferentes módulos del Sistema Integrado de Actividad Contractual (SIAC), y velar para que en el futuro las anotaciones en el mismo se realicen con la oportunidad requerida.

iii. Diseñar e implementar un manual de procedimientos aplicable a las labores relacionadas con la gestión de contrataciones administrativas que incluya los responsables de dichas labores.

Este Órgano Contralor se reserva la posibilidad de verificar, por los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de tales disposiciones.

Finalmente, la información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las disposiciones anteriores, deberá remitirse, en los plazos antes fijados, al Área de Seguimiento de Disposiciones de la Contraloría General de la República.
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